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RESOLUCIÓN 
 

 En San Juan, Puerto Rico, a 8 de diciembre de 2021. 

 Comparece Pike Puerto Rico, Inc., (Pike o peticionario) y solicita la 

revocación de la Resolución emitida y notificada el 9 de septiembre de 2021, 

por el Tribunal de Primera Instancia, Sala de San Juan (TPI o foro primario), 

que denegó la Moción para que se dicte Sentencia por las Alegaciones presentada 

por Pike el 19 de enero de 2021.  

 Por los fundamentos que expondremos a continuación denegamos 

la expedición del auto de Certiorari solicitado por el peticionario. 

I 

El 24 de mayo de 2019, Pike presentó Demanda en contra de los 

municipios de Bayamón, Trujillo Alto, Carolina, Loíza, San Juan, Gurabo, 

Dorado y Canóvanas. El 12 de junio de 2019 presentó Demandada Enmendada 

para incluir al Municipio de Río Grande y posteriormente el 16 de agosto 
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de 2019 sometió Segunda Demandada Enmendada para incluir al Municipio 

de Fajardo. Según Pike los municipios codemandados, le solicitaron el pago 

de patentes municipales por concepto del volumen de negocios atribuibles 

a los trabajos de restauración de infraestructura eléctrica y energética de 

Puerto Rico realizados dentro de sus límites territoriales luego del paso de 

los Huracanes Irma y María en septiembre de 2017.  En esencia, solicitó al 

TPI que dejara sin efecto las notificaciones preliminares y finales de 

deficiencia en el pago de impuestos por concepto de patentes municipales 

de los municipios demandados, y que emitiera un injunction preliminar u 

otra orden para que se paralizaran los procedimientos iniciados en los 

referidos municipios, relacionados a la imposición y cobro de alegadas 

deficiencias en el pago de impuestos por patentes municipales, mientras el 

caso se ventila en el tribunal. De igual forma, Pike también solicitó al TPI 

que declarara mediante sentencia declaratoria que la imposición de un 

tributo por patente municipal al amparo de la Ley de Patentes Municipales, 

Ley Núm. 13-1974, 21 LPRA sec. 651 ets eq., requiere que el presunto 

contribuyente tenga o haya tenido presencia física dentro de los límites 

territoriales del municipio que impone el pago del impuesto por patente 

municipal; que declarara que Pike no tuvo presencia física en dichos 

municipios y que las notificaciones de deficiencia por patente municipal  de 

los municipios codemandados carecen de validez.  

Pike adujo que fue contratada por Fluor Enterprises, Inc., como 

subcontratista el 18 de octubre de 2017, para proveer apoyo de emergencia 

a esta, a la Autoridad de Energía Eléctrica y al Cuerpo de Ingenieros del 

Ejército de los Estados Unidos, en la restauración de la infraestructura 

eléctrica y energética de Puerto Rico. Indicó, que para el 20 de octubre de 

2017 se registró en el Departamento de Estado de Puerto Rico y que el 23 de 

octubre de 2017, fue autorizada para hacer negocios en la Isla.  Fundamentó 

que luego de operar provisionalmente durante el período del 23 de octubre 
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de 2017 al 30 de diciembre de 2017, desde un hotel en el Municipio de Río 

Grande, estableció su oficina en el Municipio de Canóvanas. Mencionó, 

que, durante este periodo provisional, como ocurrió dentro de los primeros 

seis (6) meses de operación en Puerto Rico, estaba exento del pago de 

patente municipal.  

El peticionario enfatizó que, fue desde el Municipio de Canóvanas 

que dirigió su labor en el sistema eléctrico; que mantuvo su presencia física 

en dicho Municipio sujeta al pago de patente municipal; que presentó la 

Declaración de Volumen de Negocio ante el Municipio de Canóvanas y 

pagó la patente municipal ascendente a $598,918.00. Finalmente, señaló que 

cesó operaciones en el Municipio de Canóvanas el 20 de marzo de 2018.  

El 12 de agosto de 2019, Pike presentó una moción de Solicitud de 

Sentencia Sumaria alegando que en este caso no existía controversia en torno 

a los hechos materiales del mismo en vista de que nunca tuvo presencia 

física mediante una oficina o establecimiento comercial en los municipios 

codemandados, excepto en Río Grande y Canóvanas, donde estaba exento 

y realizó el pago apropiado. Así las cosas, el TPI emitió Orden mediante la 

cual paralizó el término que tenían los codemandados para que estos 

presentaran su posición en cuanto a Solicitud de Sentencia Sumaria hasta que 

se celebrara una vista el 1 de octubre de 2019. Celebrada dicha vista, el 

tribunal concedió los términos correspondientes para que las partes 

presentaran su posición. El 24 de octubre de 2019 los municipios de 

Bayamón, Trujillo Alto y Río Grande presentaron Moción de desestimación 

por falta de jurisdicción sobre la materia del Grupo A de los codemandados y el 30 

del mismo mes y año, los municipios de Carolina, San Juan, Dorado y 

Fajardo presentaron, de igual forma, Moción conjunta de los municipios de 

Carolina, San Juan, Dorado y Fajardo (Grupo B) solicitando desestimación. 
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Producto de estos hechos, el 21 de septiembre de 2019, el TPI emitió 

Resolución declarando No Ha Lugar la Moción de desestimación por falta de 

jurisdicción sobre la materia del Grupo A de los codemandados y pronunció 

Sentencia Parcial en la que desestimó la demanda incoada por Pike en contra 

de los municipios de Carolina, San Juan, Dorado, Fajardo, Loíza, Gurabo y 

Canóvanas en vista de que estos no habían emitido notificaciones finales de 

deficiencia contributiva,  por lo cual el procedimiento administrativo ante 

los mismos no había culminado.  

En vista de lo anterior, los municipios recurridos presentaron sus 

respectivas contestaciones a la demanda, en las que levantaron algunas 

defensas afirmativas. Tanto el Municipio de Trujillo Alto como el Municipio 

de Río Grande alegaron que Pike realizó reparaciones dentro de sus límites 

territoriales por lo que el peticionario tuvo presencia física allí.  Por su parte, 

el Municipio de Bayamón alegó que Pike alegó incorrectamente que la 

única forma de tener presencia física en un municipio es si el contribuyente 

mantiene allí una oficina, lo cual es incorrecto y que la reclamación de Pike 

deja de exponer una reclamación que justifique la concesión de un remedio.  

En las defensas afirmativas del Municipio de Bayamón, contenidas 

en la Contestación a Segunda Demanda Enmendada, el municipio recurrido 

alegó lo siguiente: 

“Entre el 18 de octubre de 2017 y el 20 de marzo de 2018, Pike, 
en su capacidad de sub-contratista de Fluor Enterprises, Inc., 
realizó trabajos de construcción dentro de los límites 
territoriales del Municipio de Bayamón relacionados con la 
restauración de la infraestructura eléctrica y energética de 
Puerto Rico (el “Sistema Eléctrico”) luego de la destrucción de 
dicho sistema causado por los huracanes Irma y María. 
 
Para realizar dichos trabajos de construcción en el Municipio 
de Bayamón, empleados y supervisores de Pike entraron en 
la jurisdicción de Bayamón y allí utilizaron camiones, grúas, 
“diggers”, remolques, camiones grúas, posters, cablería y 
otros equipos y materiales según numerosas fotografías 
suplidas por la representación legal de Pike por vía de correo 
electrónico del 8 de julio de 2019, luego del comienzo de este 
pleito. Dichas operaciones de Pike constituyeron obras de 
construcción en Bayamón que produjeron el “lugar de 
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construcción” de la que habla la antes reproducida sección 2 
(a)(7)(A) de la Ley de Patentes, 21 LPRA sección 651a(a)(7)(A), 
de la Ley de Patentes Municipales y que la propia ley 
considera como constitutivo de “presencia física.”1 

 
En general, los municipios recurridos alegaron que Pike realizó 

actividades de reparación y restauración del sistema eléctrico en sus 

respectivas demarcaciones territoriales, por lo que tuvo presencia física en 

los mismos y procede el cobro de las patentes municipales. 

Posteriormente, en el Informe para Manejo del Caso, presentado ante 

TPI el 18 de diciembre de 2020, particularmente en la Sección H, Pike y el 

Municipio de Bayamón estipularon que en el presente caso existen las 

siguientes controversias sobre hechos materiales: 

“1. Determinar si Pike tuvo la presencia física necesaria para la 
imposición de la patente municipal dentro de los límites 
territoriales de los municipios que componen la Parte Demandada. 
 
2. En caso de que el Tribunal determine que sí hubo presencia física 
necesaria para la imposición de la patente municipal, determinar 
qué cantidad, si alguna corresponde pagar a Pike.”2 

 

 En el aludido Informe para Manejo del Caso, los municipios de Trujillo 

Alto y Río Grande plantearon las siguientes controversias sobre hechos 

materiales: 

1. Si Pike es un contribuyente sujeto al pago de patentes en los 
municipios codemandados. 
 

2.  Si los trabajos realizados por Pike dentro de las demarcaciones 
de los municipios codemandados fueron trabajos de 
construcción u otros reconocidos bajo la Ley de Patentes 
Municipales. 
 

3. Si Pike venía obligada al pago de patentes municipales en los 
Municipios Codemandados como parte del volumen de 
negocios obtenido producto de los trabajos de construcción, 
reparación y restablecimiento del sistema eléctrico realizado 
dentro de la demarcación territorial. 
 

4. Si los trabajos realizados por Pike dentro de las demarcaciones 
territoriales de los Municipios cumplen con el concepto y 
producen la presencia física suficiente para determinar la 
imposición de patentes por el volumen generado dentro de 
dichas demarcaciones territoriales y municipales.3 

 
1 Véase Apéndice XI, de la Petición de Certiorari, págs. 459-469 
2 Véase Apéndice XV de la Petición de Certiorari, Sección H, págs. 513-529 
3 Id. 
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Tras varios incidentes procesales, el 19 de enero de 2021 Pike 

presentó Moción para que se dicte Sentencia por las Alegaciones y Solicitud de 

Orden Protectora.  En ajustada síntesis, Pike alegó que de la demanda y las 

contestaciones a esta se desprende que los municipios de Bayamón, Trujillo 

Alto y Río Grande carecen de autoridad legal para imponer las patentes 

municipales objeto de controversia por lo que procede que el foro primario 

dicte sentencia de conformidad con dichas alegaciones.  

El 11 de febrero de 2021, los municipios codemandados- Bayamón 

Trujillo Alto y Río Grande presentaron Moción Conjunta en Oposición a 

“Moción para que se dicte Sentencia por las Alegaciones y Solicitud de Orden 

Protectora”.  Allí exponen que Pike no tiene derecho a lo solicitado ya que la 

peticionaria tuvo presencia física dentro de los límites territoriales de 

dichos municipios, por lo que procede la imposición de las patentes 

municipales. Señalaron además, que existen controversias materiales que 

de ser resueltas a favor de los municipios recurridos derrotarían la causa de 

acción de Pike, tales como, si hubo presencia física necesaria para la 

imposición de la patente municipal;  si los trabajos realizados por Pike 

dentro de las demarcaciones de los municipios recurridos fueron trabajos 

de construcción u otros reconocidos por la Ley de Patentes, supra; y sobre 

si Pike venía obligada a pagar patentes municipales a los municipios 

recurridos como consecuencia del volumen de negocios obtenido de los 

trabajos de construcción, reparación y restablecimiento del sistema eléctrico 

dentro de la demarcación territorial de dichos municipios.  

El 26 de febrero de 2021, Pike presentó Réplica a Moción Conjunta de 

los Municipios de Bayamón, Trujillo Alto y Río Grande en la que el peticionario 

reiteró sus planteamientos en torno a la solicitud para que se dicte sentencia 

por las alegaciones.  

El 9 de marzo de 2021 los municipios de Bayamón, Trujillo Alto y 

Río Grande presentaron Dúplica Conjunta de los Codemandados en Relación con 
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Réplica a Moción Conjunta de Pike en la que reiteraron los argumentos 

esbozados en la Moción Conjunta en Oposición a Moción para que se dicte 

Sentencia por las Alegaciones y Solicitud de Orden Protectora.   

Mediante Resolución emitida y notificada el 9 de septiembre de 2021, 

el TPI denegó la Moción para que se dicte Sentencia por las Alegaciones.  

Concluyó el foro primario que de las alegaciones sometidas por las partes 

surge que existen controversias sustanciales de hechos que le impiden al 

TPI dictar sentencia por las alegaciones en la etapa en la que se encuentra 

el caso ante su consideración.  Razonó el foro primario que lo que Pike 

realmente impugna, según las alegaciones de las partes, es el alcance de la 

presencia física como condición para el cobro de patentes municipales y que 

Pike no cuestiona la facultad de los municipios recurridos para imponer 

patentes municipales. Finalmente, el foro primario concluyó que, al 

interpretar el alcance de presencia física, en su Moción para que se dicte 

Sentencia por las Alegaciones, Pike no consideró la totalidad de las 

circunstancias, y que el concepto de presencia física que exige la Ley de 

Patentes, supra, no se limita a que esta sea únicamente mediante presencia 

en oficinas o establecimientos comerciales. Toda vez que, dicha presencia 

física puede configurarse a través de almacenes o cualquier otro tipo de 

organización de industria o negocio en el municipio que pretenda imponer 

patentes municipales por la actividad económica generada dentro de su 

demarcación territorial. Finalmente concluye que está en controversia si 

Pike tuvo presencia física suficiente en los municipios recurridos para que 

proceda el pago de patentes municipales. 

Inconforme, el 8 de octubre de 2021, Pike presentó el recurso de 

epígrafe, al que anejó una Moción en Auxilio de Jurisdicción Solicitando la 

Paralización de los Procedimientos ante el Tribunal de Primera Instancia.  En su 

Petición de Certiorari Pike sostiene como único señalamiento de error, lo 

siguiente: 
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ERRÓ EL TRIBUNAL DE PRIMERA INSTANCIA AL UTILIZAR 
UN ANÁLISIS PARA DETERMINAR SI EXISTE “PRESENCIA 
FÍSICA” BAJO LA LEY DE PATENTES MUNICIPALES QUE ES 
CONTRARIO A DICHA LEY Y A LA JURISPRUDENCIA DEL 
TRIBUNAL SUPREMO DE PUERTO RICO. 

  
 Mediante Resolución de 8 de octubre de 2021, declaramos No Ha 

Lugar la Moción en Auxilio de Jurisdicción Solicitando Paralización de los 

Procedimientos ante el Tribunal de Primera Instancia. En dicha Resolución 

concedimos, además, un término de diez días a los municipios recurridos 

para presentar su postura, término que extendimos a solicitud de estos, 

hasta el 28 de octubre de 2021. 

 El 25 de octubre de 2021, los Municipios de Bayamón, Trujillo Alto y 

Río Grande presentaron Memorando en Oposición a Solicitud de Certiorari y en 

Cumplimiento de Orden Bajo la Regla 37 (A) de este Tribunal. En síntesis, los 

municipios recurridos sostienen que existe controversia esencial sobre la 

contención de Pike referente a que no tuvo presencia física en dichos 

municipios y que por ello no venía obligado a pagar patentes municipales 

con respecto a dicho volumen de negocios. Razonan que existe controversia 

de hecho referente a si Pike mantuvo o no presencia física en los municipios 

recurridos, mediante la operación de oficinas, almacenes, sucursales, 

lugares de construcción o cualquier otro tipo de organización de industria 

o negocio dentro de los límites territoriales de dichos municipios. 

Asimismo, sostienen que Pike señala erróneamente que solo mantuvo 

presencia física dentro del Municipio de Canóvanas, porque desde allí 

operaba sus oficinas, cuando la peticionaria llevó a cabo trabajos de 

construcción para la restauración de la infraestructura eléctrica y energética 

de Puerto Rico en los Municipios de Bayamón, Trujillo Alto y Río Grande.  

Finalmente, los municipios recurridos aludieron a las defensas afirmativas 

del Municipio de Bayamón en la Contestación a la Segunda Demandada 

Enmendada, así como al Informe sobre el Manejo el Caso y concluyeron que 

toda vez que persisten las controversias sobre hechos materiales allí 
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esbozadas no incidió el foro primario al denegar la Moción para que se dicte 

Sentencia por las Alegaciones presentada por Pike. 

II 

-A- 

El vehículo procesal de certiorari permite a un tribunal de mayor 

jerarquía a revisar discrecionalmente las órdenes o resoluciones 

interlocutorias emitidas por una corte de inferior instancia judicial. 800 

Ponce de León Corp. v. American International Insurance, 205 DPR 163 

(2020); IG Builders et al. v. BBVAPR, 185 DPR 307, 337-338 (2012). La 

determinación de expedir o denegar este tipo de recursos se encuentra 

enmarcada dentro de la discreción judicial. Íd. De ordinario, la discreción 

consiste en “una forma de razonabilidad aplicada al discernimiento judicial 

para llegar a una conclusión justiciera”. Medina Nazario v. McNeil 

Healthcare LLC, 194 DPR 723, 729 (2014); Negrón v. Srio. de Justicia, 154 

DPR 79, 91 (2001). Empero, el ejercicio de la discreción concedida “no 

implica la potestad de actuar arbitrariamente, en una u otra forma, 

haciendo abstracción del resto del derecho.” Íd. 

Ahora bien, en los procesos civiles, la expedición de un auto de 

certiorari se encuentra delimitada a las instancias y excepciones contenidas 

en la Regla 52.1 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 52.1. Scotiabank 

v. ZAF Corp, 202 DPR 478 (2019). La mencionada Regla dispone que solo 

se expedirá un recurso de certiorari cuando “se recurra de una resolución u 

orden bajo remedios provisionales de la Regla 56, injunctions de la Regla 57 

o de la denegatoria de una moción de carácter dispositivo.” 800 Ponce de 

León Corp. v. American International Insurance, supra.  

Asimismo, y a manera de excepción, se podrá expedir este auto 

discrecional cuando: 

(1) se recurra de decisiones sobre la admisibilidad de testigos de 

hechos o peritos esenciales,  
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(2) en asuntos relacionados a privilegios evidenciarios,  
  

(3) en casos de anotaciones de rebeldía,  
  

(4) en casos de relaciones de familia,  
  

(5) en casos revestidos de interés público, o  
  

(6) en cualquier situación en la que esperar a una apelación 

constituiría un fracaso irremediable de la justicia.” Íd.  
  

De otro lado, el examen de estos autos discrecionales no se da en el 

vacío o en ausencia de otros parámetros. 800 Ponce de León Corp. v. 

American International Insurance, supra; IG Builders et al. v. BBVAPR, 

supra. Para ello, la Regla 40 de nuestro Reglamento establece ciertos 

indicadores a tomar en consideración al evaluar si se debe o no expedir un 

recurso de certiorari. Estos son: 

(A) Si el remedio y la disposición de la decisión recurrida, a 

diferencia de sus fundamentos, son contrarios a derecho. 
  

(B) Si la situación de hechos planteada es la más indicada para 
el análisis del problema. 

  

(C) Si ha mediado prejuicio, parcialidad o error craso y 
manifiesto en la apreciación de la prueba por el Tribunal 
de Primera Instancia. 

  

(D) Si el asunto planteado exige una consideración más 
detenida a la luz de los autos originales, los cuales deberán 
ser elevados, o de alegatos más elaborados. 

  

(E) Si la etapa del procedimiento en que se presenta el caso es 
la más propicia para su consideración.  

 

(F) Si la expedición del auto o de la orden de mostrar causa no 
causan un fraccionamiento indebido del pleito y una 
dilación indeseable en la solución final del litigio. 

  

(G) Si la expedición del auto o de la orden de mostrar causa 
evita un fracaso de la justicia.  

 

4 LPRA Ap. XXII-B, R. 40.  
  

Los criterios previamente transcritos pautan el ejercicio sabio y 

prudente de la facultad discrecional judicial. Mun. Aut. De Caguas v. JRO 

Construction, 201 DPR 703, 712 (2019). La delimitación que imponen estas 

disposiciones reglamentarias tiene “como propósito evitar la dilación que 

causaría la revisión judicial de controversias que pueden esperar a ser 
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planteadas a través del recurso de apelación.” Scotiabank v. ZAF Corp., 

supra, págs. 486-487; Mun. Autónomo De Caguas v. JRO Construction, 

supra. 

-B- 

 

La Regla 10.3 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V R 10.3, autoriza 

al tribunal a dictar sentencia por las alegaciones cuando:  

Después de que se hayan presentado todas las alegaciones, 
cualquier parte podrá solicitar al tribunal que dicte sentencia 
parcial o total por las alegaciones, sujeto a las disposiciones de la 
Regla 42.3 de este apéndice. Si en una moción en la que se solicite 
sentencia por las alegaciones se exponen materias no contenidas en 
dichas alegaciones y estas no son excluidas por el tribunal, la 
moción deberá ser considerada como una solicitud de sentencia 
sumaria y estará sujeta hasta su resolución final a todos los trámites 
ulteriores  dispuestos  en la Regla 36 de este apéndice y todas las 
partes tendrán una oportunidad razonable de presentar todo 
asunto pertinente a dicha moción conforme a lo provisto en la 
citada regla.  

  

La regla antes citada regula el procedimiento a seguir respecto a una 

moción de desestimación presentada después de notificadas todas las 

alegaciones. Esta regla provee para que cualquier parte pueda solicitar que 

se dicte sentencia por las alegaciones, después de contestada la demanda y 

cualquier otra alegación que requiera contestación y siempre que no se 

afecte la solución rápida de los procedimientos. Cuando la parte 

demandada solicita que se dicte sentencia por las alegaciones, se entiende 

que ha admitido todos los hechos bien alegados en la demanda y sus 

inferencias. El Tribunal Supremo ha expresado que procede dictar 

sentencia por las alegaciones, cuando de estas surge que no existe 

controversia sustancial de hechos, lo que hace innecesario la celebración de 

un juicio en su fondo. No obstante, la moción solicitando sentencia por las 

alegaciones, no es el método apropiado para determinar la suficiencia de 

las defensas y reconvenciones. Montañez v Hospital Metropolitano, 157 

DPR 96, 101-104 (2002).  

Cuando la solicitud de sentencia por las alegaciones es denegada, 

debido a la existencia de hechos en conflicto, las partes no están obligadas 
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por los hechos que asumieron como ciertos a los fines exclusivos de dicha 

solicitud y tienen derecho a desfilar toda su prueba en vista plenaria. 

Montañez v Hospital Metropolitano, supra, pág. 103.  

El estándar aplicable al adjudicar una moción para que se dicte 

sentencia por las alegaciones es idéntico al que se utiliza ante una moción 

de desestimación basada en que la demanda deja de exponer una 

reclamación que justifique la concesión de un remedio. Regla 10.2 de 

Procedimiento Civil. 32 LPRA Ap. V R 10.2. Cualquier distinción entre una 

y otra moción es meramente semántica, ya que el tribunal tiene que 

aplicarles a ambas el mismo estándar al momento de considerarlas. La 

moción de desestimación basada en que la demanda deja de exponer una 

reclamación que justifique la concesión de un remedio y la moción para que 

se dicte sentencia por las alegaciones, están dirigidas a los méritos de la 

controversia y no a los aspectos procesales del caso como las demás 

mociones de desestimación establecidas en la Regla 10.2, supra. Montañez v 

Hospital Metropolitano, supra, pág. 104. 

Al adjudicar una moción para que se dicte sentencia por las 

alegaciones, es necesario considerar el desarrollo jurisprudencial y 

doctrinal sobre la moción de desestimación basada en que la demanda deja 

de exponer una reclamación que justifica la concesión de un remedio. Por 

tal razón, el tribunal deberá examinar las alegaciones de la demanda 

liberalmente y de la manera más favorable al demandante y únicamente se 

desestimará la acción, si el promovente no tiene derecho a remedio alguno 

bajo cualesquiera hechos que pueda probar en juicio. Id., pág. 105. 

III 

Al amparo de la Regla 52.1, supra, la solicitud de sentencia por las 

alegaciones es una de las mociones de carácter dispositivo, cuya 

denegatoria pudiera dar lugar a la revisión vía certiorari. Véase Rivera 

Figueroa v. Joe’s European Shop, 183 DPR 580, 594-595 (2011). No obstante, 
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para determinar si se justifica o no, expedir este recurso de carácter 

discrecional, debemos interpretar la Regla 52.1, supra, en conjunto con la 

Regla 40 de nuestro Reglamento, supra. Realizado dicho ejercicio, no 

encontramos que en este caso se justifique nuestra intervención.  

En el caso que nos ocupa, Pike alega que incidió el TPI al denegar su 

solicitud para que dicho foro dictara sentencia por las alegaciones.  Es la 

contención del peticionario que de las alegaciones de las partes surge que 

Pike no tuvo presencia física en los municipios recurridos, por lo que es 

improcedente la imposición de patentes municipales.  

Sin embargo, el foro primario dentro de su discreción para evaluar 

la solicitud del peticionario determinó que al interpretar el alcance y 

significado de la presencia física en la demarcación territorial del 

municipio, este no consideró la totalidad de las circunstancias que 

establecen presencia física suficiente en un municipio, para que proceda el 

pago de patentes municipales.  Concluye el TPI que es precisamente de las 

alegaciones de las partes, así como del Informe sobre el Manejo del Caso que 

surgen controversias sobre dicho hecho esencial referente a la presencia 

física de la peticionaria en los municipios recurridos, que hacen 

improcedente la solicitud de Pike para que el TPI dicte sentencia por las 

alegaciones en la etapa en la que se encuentra el caso.   

No encontramos indicio alguno de pasión, prejuicio o parcialidad en 

la denegatoria del foro primario a la solicitud de la peticionaria para que 

dicho foro dictara sentencia por las alegaciones. Evaluada la solicitud de 

Pike, conforme a los criterios que establece la Regla 40 de nuestro 

Reglamento, tampoco encontramos que la determinación del foro primario 

sea contraria a derecho, o que de manera alguna se justifique nuestra 

intervención, en esta etapa de los procesos. 

Por lo tanto, al evaluar la Resolución recurrida a la luz de los criterios 

de la Regla 52.1 de Procedimiento Civil, supra, y la Regla 40 de nuestro 
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Reglamento, no están presente ninguno de los elementos necesarios para 

expedir el auto de Certiorari solicitado por Pike.  

IV 

 Por los fundamentos anteriormente expuestos, los cuales hacemos 

formar parte de esta Resolución, denegamos la expedición del auto de 

Certiorari. 

Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal.   

 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


